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AL SENADO DE PUERTO RICO:


La Comisión de Salud del Senado del Estado Libre Asociado de Puerto Rico, previo estudio y consideración, presenta ante este Alto Cuerpo, el Informe Parcial sobre la R. del S. 335, con sus hallazgos, conclusiones y recomendaciones.
ALCANCE DE LA MEDIDA

La Resolución del Senado 335, ordena a la Comisión de Salud del Senado de Puerto Rico, realizar una investigación sobre el proceso de subasta, llevado a cabo por la Administración de Seguros de Salud de Puerto Rico (ASES) en relación a los manejadores de beneficios de farmacia o PBM, por sus siglas en inglés, que atienden la distribución de los medicamentos, el impacto que tendrá en el Plan de Salud Vital, el plan de trabajo e itinerario para el proceso de transición y el impacto que este tipo de transacción puede tener en la salud, bienestar y vida de los beneficiarios del Plan Vital.
INTRODUCCIÓN
La Exposición de Motivos de la medida explica que los Manejadores de Beneficios de Farmacia (“Pharmacy Benefit Manager” ‘PBM’, por sus siglas en inglés) y Administradores de Beneficios de Farmacia (“Pharmacy Benefit Administrators” ‘PBA’, por sus siglas en inglés) son intermediarios que negocian los servicios y los costos de medicamentos entre las empresas farmacéuticas y los terceros pagadores, tales como el Gobierno, compañías de seguros, las empresas y los clientes que pagan directamente.

Se expone que el “PBM” significa una persona, persona jurídica, ente u organización dedicada a proveer servicios de manejo, administración, revisión, asesoría de beneficios de medicamentos recetados para que se puedan realizar varias actividades relacionadas a estos servicios. En el caso de Puerto Rico, conforme a la Ley 82-2019, existen dos PBMs que funcionan para distintos propósitos. Uno atiende la negociación con los manufactureros para asuntos de precios, tarifas y rebates. Mientras el otro PMB, atiende la distribución de medicamentos y tiene el sistema de información que utilizan las distintas farmacias para validar la información de los pacientes acogidos al Plan Vital.
Según presentado en la Exposición de Motivos, la Administración de Seguros de Salud de Puerto Rico (ASES) publicó recientemente un “Request for Proposal” (RFP) para el PBM que atiende la distribución de medicamentos y tiene el sistema de información que utilizan las distintas farmacias para validar la información de los pacientes acogidos al Plan Vital. El contrato actual tiene vigencia hasta el 31 de marzo de 2022, por lo que, ASES anunció que hay un periodo de transición de siete (7) meses. Lo que colocaría a quien gane la buena pro de la subasta a comenzar operaciones en septiembre de 2022. 

Se continúa exponiendo que, según la información provista, este tipo de servicio no es profesional, por lo que el estado de derecho actual exige que sea manejado por la Administración de Servicios Generales (ASG). En este caso, el proceso de subasta está siendo manejado directamente por ASES y fue radicado en el último día de transición de los empleados de ASES y de otras agencias a la Administración de Servicios Generales (ASG).  

Tratándose de un asunto que impactaría la vida, salud y bienestar de todas las personas que forman parte del Plan Vital, es decir, uno punto cuatro (1.4) millones de personas, resulta imperativo que esta Asamblea Legislativa pueda realizar una investigación sobre la forma y manera en que se está llevando a cabo el proceso de subasta, el impacto que tendrá en el Plan de Salud Vital, plan de trabajo e itinerario para el proceso de transición.
ALCANCE DEL INFORME
La Comisión de Salud del Senado del Estado Libre Asociado de Puerto Rico, según dispone la regla 13 del Reglamento del Senado, tiene la función y facultad de investigar, estudiar, evaluar, informar, hacer recomendaciones, enmendar o sustituir aquellas medidas o asuntos que estén comprendidos, relacionados con su jurisdicción o aquellos que le sean referidos.


Para cumplir con esta responsabilidad para con esta medida legislativa, la Comisión de Salud del Senado peticionó Memoriales Explicativos al Departamento de Salud, la Administración de Seguros de Salud (ASES), Administración de Servicios Generales (ASG) y la Alianza Pro Acceso a Medicamentos.
 Al momento del análisis de la medida, la Comisión se encontraba en espera de los memoriales explicativos del Departamento de Salud, la Administración de Seguros de Salud (ASES) y Administración de Servicios Generales (ASG). La Comisión suscribiente se encuentra en posición de realizar su análisis respecto a la Resolución del Senado 243. 
ANÁLISIS DE LA MEDIDA
La Resolución del Senado 335, le ordena a la Comisión de Salud una investigación sobre el proceso de subasta, llevado a cabo por la Administración de Seguros de Salud de Puerto Rico (ASES) en relación a los manejadores de beneficios de farmacia o PBM, por sus siglas en inglés, que atienden la distribución de los medicamentos, el impacto que tendrá en el Plan de Salud Vital, el plan de trabajo e itinerario para el proceso de transición y el impacto que este tipo de transacción puede tener en la salud, bienestar y vida de los beneficiarios del Plan Vital.
Administración de Seguros de Salud (ASES)


El Director Ejecutivo de la Administración de Seguros de Salud (ASES), el Lcdo. Jorge E. Galva, emitió una carta el 3 de diciembre de 2021 donde se expresó sobre proceso de Solicitud de Propuestas # Pharmacy 2022 para la adquisición de Servicios de Manejador del Beneficio de Farmacia y Programa de Reembolsos ("RFP PBM/RA", por sus siglas en inglés) del cual trata la medida en gestión. En la carta denuncian que, desde el pasado 1 de julio de 2021, la Administración de Servicios Generales de Puerto Rico (ASG) ha incurrido en un patrón de intromisión indebida en los procesos de este RFP PBM/RA, alegando, erróneamente, que tiene facultad para ello.  

El Lcdo. Galva mencionó que dicha intromisión ha causado y continúa causando una perturbación en los procesos de evaluación, adjudicación y revisión del RFP PBM/RA e impide que la ASES realice adecuadamente las funciones que le fueron delegadas mediante la Ley 72-1993, según enmendada, conocida como Ley de la Administración de Seguros de Salud. Además, los retrasos ocasionados por las controversias generadas por la ASG ubican a la ASES en riesgo de incumplimiento con directrices y fechas límites impuestas por el Gobierno Federal, quien financia una porción significativa de los costos del PSG.

Según indica el Director Ejecutivo, la ASES inició el proceso de RFP PBM/RA el  31 de marzo de 2021, con el propósito de cumplir con los requisitos de las disposiciones de la Sec. 1927 de la Ley del Seguro Social relacionadas con el reembolso de Medicaid por medicamentos cubiertos para pacientes ambulatorios, incluyendo el programa Medicaid Drug Rebate ("MDRP"  por sus siglas en inglés), además de lograr mayor competencia y reducir el costo actual de esta contratación de servicios profesionales. Este especifica que dicho proceso se condujo siguiendo los procesos establecidos en el pliego del RFP PBM/RA y en la Orden Administrativa Núm. 21-0701, según enmendada que regula estos procesos de RFPs en la ASES.

Mientras la ASES se encontraba en el proceso del RFP, el 1 de julio de 2021, la ASG, a través de su Oficina de Investigaciones Especiales (OIE), emitió un Requerimiento de Información dirigido a la ASES. En dicho requerimiento solicitaron, entre otras cosas, la producción del "Expediente hasta esta fecha del RFP [PBM/RA]". El 6 de julio de 2021, la ASES envió una comunicación a la OIE respondiendo al Requerimiento, objetando a su producción y sosteniendo que "el proceso de contratación competitivo objeto de esta investigación no es una compra de bienes, obras ni servicios no profesionales regulado por la [Ley 73]. Por el contrario, se trata de la contratación de un servicio profesional, por lo que, con excepción de lo dispuesto en el Articulo 35 sobre el Registro Único de Proveedores de Servicios Profesionales, no le son de aplicación a este RFP las disposiciones de la [Ley 73]."

Luego de recibir esta comunicación, el 7 de julio de 2021, la OIE emitió un Segundo y Final Aviso de Requerimiento de Información Previo a Recurrir al Tribunal, a lo cual la ASES respondió que reafirmaba lo expuesto en la carta del 6 de julio de 2021. Consiguiente, el 6 de octubre de 2021, la ASG presentó una demanda ante el Tribunal de Primera Instancia de San Juan (TPI), alegando que tiene facultad para solicitar el expediente en controversia, que existe un deber ministerial de la ASES de proveer los mismos y que la ASES había incumplido con dicho deber. Además, solicitó que se emitiera una orden ex parte instruyendo a la ASES a entregar el expediente. A raíz de esto, el 7 de octubre de 2021, el TPI emitió una Resolución Enmendada y Orden ("Resolución") ex parte en la que declaró ha lugar la solicitud de ASG y ordenó la producción del expediente. Por entender que se erró al expedir la Resolución sin su comparecencia, el 12 de octubre de 2021, la ASES presentó una Moción de Reconsideración de Resolución. El mismo 12 de octubre el Tribunal emitió una Orden concediendo término a la ASES para exponer sus argumentos al respecto y un término posterior similar a la ASG para responder a la moción de la ASES.

Ambas agencias presentaron sus respectivas mociones. Sin embargo, la moción de la ASG alteró el alcance de lo solicitado y argumentaron que necesitaban el pliego del RFP PBM/RA para poder determinar si los servicios a contratarse eran servicios profesionales o no. Ante este cambio de postura, la ASES procedió a radicar una Moción de Desestimación acompañada con el pliego del RFP PBM/RA, sus enmiendas, anejos y apéndices. El TPI indicó que si la ASG se daba por satisfecha con los documentos producidos podía proceder con el archivo del caso. Ese mismo día, la ASG indicó que se daba por satisfecha. A estos efectos el TPI dio por cumplida la Resolución "según su alcance fue delimitado posteriormente por la [ASG]".


El Lcdo. Galva alega que la demanda de la ASG causó desasosiego en los proponentes, que temían por los efectos que la divulgación del contenido de sus propuestas podía tener en el proceso de evaluación y adjudicación que estaba en proceso. Además, causó incertidumbre en los miembros de la Junta de Directores de la ASES, quienes temían el efecto que el proceso pudiera tener en su facultad para adjudicar el RFP PBM/RA. Sin embargo, concluido el proceso ante el TPI, la Junta de Directores de la ASES procedió a adjudicar el RFP PBM/RA el pasado 29 de noviembre de 2021.


No obstante, el 30 de noviembre de 2021, recibieron mediante correo electrónico el Informe de Investigación ASG-I-21-006, emitido por la OIE.  La conclusión del informe indica que:

· "[L]os servicios de PBM y RA que procura la ASES no son considerados servicios profesionales."

· "[El] personal clave que los PBM y RA no requieren de personal que provea servicios profesionales."

· "[T]odo servicio de PBM y RA que ASES pretenda obtener para la prestación de servicios de PBM y RA están sujetos a la aplicación de la [Ley 73] y su Reglamento."

· "La OIE recomienda a la [ASG] que tome las acciones correspondientes según las facultades otorgadas en la [Ley 73] en lo referente a las adquisiciones de bienes y servicios por parte de entidades gubernamentales bajo su jurisdicción."


El Lcdo. Galva indica que el Informe pretende evaluar el Pliego del RFP PBM/RA y sus enmiendas, anejos y apéndices, según provisto por la ASES como parte del proceso judicial antes descrito. Sin embargo, “en realidad es un documento descarnado, sin el mínimo análisis o rigor y cuyas conclusiones son claramente erróneas. Más aún, el Informe lo que demuestra es la falta de pericia y del más básico conocimiento por parte de las personas que redactaron el mismo de lo que constituye y conlleva el servicio de PBM/RA a ser contratado”.


Como parte de su escrito, el Director Ejecutivo expone que el Art. 5 de la Ley 73-2019 establece que la ASG se creó como el organismo en la Rama Ejecutiva responsable de “establecer la política pública relacionada con las compras de bienes, obras y servicios no profesionales para todas las entidades gubernamentales y entidades exentas”. Además, con relación a la adquisición de servicios profesionales, el Art. 35 de la Ley 73-2019 solo establece que "será requisito mandatorio que el proveedor de servicios profesionales esté registrado en el Registro Único de Proveedores de Servicios Profesionales ["RUP"], bajo la categoría correspondiente y que cuente con la Certificación emitida por el Administrador." Según expuesto en la carta, los incisos (hh) e (ii) del Art. 4 de la Ley 73 definen los términos servicios no profesionales y servicios profesionales de la siguiente manera:

“(hh)
Servicios no profesionales. — Aquellos servicios que no son ofrecidos por una persona natural o jurídica con conocimientos o habilidades especializadas a quien se le requiere poseer un título universitario o licencia que lo acredite como profesional especializado.

(ii)
Servicios profesionales. — Aquellos servicios que son ofrecidos por una persona natural o jurídica con conocimientos o habilidades especializadas a quien se le requiere poseer un título universitario o licencia que lo acredite como profesional especializado; o cuya prestación principal consiste en el producto de la labor intelectual, creativa o artística, o en el manejo de destrezas altamente técnicas o especializadas.”

Por tal razón, mencionan que los servicios que la ASES pretende contratar a través de RFP PBM/RA son servicios especializados que requieren una pericia en cubiertas de seguros, servicios de farmacia, desarrollo de sistemas de información, entre otros. Específicamente, del PBM se requiere, por ejemplo, administrar y dar las credenciales a la red de farmacia, así como auditar las mismas; adjudicar y procesar las reclamaciones de farmacia, incluyendo la coordinación de beneficios; desarrollar, mantener y actualizar la lista de precios máximos permitidos de los medicamentos; proveer un programa de revisión de utilización de medicamentos; etc. Por su parte, del RA se requiere procesar y someter la información de utilización al Programa Medicaid cumpliendo con los requisitos impuestos por éste; resolver y reconciliar disputas con los manufactureros con relación a los reembolsos; asegurar el control de calidad en los rebates; asegurar la protección de los datos relacionados con los reembolsos; etc. Contrario a las alegaciones de ASG, la ASES indica que los servicios que pretenden adquirir son profesionales, por lo cual ASG no tiene facultad para intervenir en el RFP.

Por otra parte, el Director Ejecutivo de la ASES menciona que los servicios del PBM/RA son similares a los servicios de los MCOs los cuales están delegados exclusivamente a la ASES. Asimismo, añade que la ASG no tiene la pericia necesaria para evaluar y adjudicar este o cualquier otro RFP para obtener servicios claves para la administración del PSG. 

En la carta sometida por la ASES concluyen que la práctica de la ASG de tratar de intervenir y controlar los procesos de adquisición de servicios profesionales de la ASES no solo excede sus facultades en ley, sino que atenta contra la estabilidad del PSG. Por una parte, su intervención en el proceso del RFP PBM/RA ha tenido el efecto de crear controversias innecesarias, atrasar los procesos y, si tratan de paralizar el mismo, pone en riesgo el cumplimiento con requerimientos del Gobierno Federal e incrementa el costo de la provisión de servicios. Por otra parte, el Lcdo. Galva considera que, con relación a todos los procesos de adquisición de servicios para la administración del PSG, la ASG simplemente no cuenta con la pericia necesaria para emitir, evaluar y adjudicar un RFP de la complejidad de los que emite la ASES.


Alianza Pro Acceso a Medicamentos (APAM)


La portavoz de la Alianza Pro Acceso a Medicamentos (APAM), María Cristy, sometió un memorial explicativo en representación de la organización que representa. La Sra. Cristy comienza su memorial haciendo referencia a la exposición de motivos de la medida en cuanto a las funciones de los PBMs.

Continúa expresando que la ASES, en su función de administrador del PSV, actualmente tiene contratados a dos PBMs locales. La portavoz menciona que estas dos empresas han estado ofreciendo servicios a la ASES por más de una década, sin mediar procesos de evaluación y competencia. Aun cuando su labor y manejo está atada a una porción significativa de fondos públicos. Se estima que la partida de medicamentos del PSV asciende a sobre $500 millones anuales.


Según expone la portavoz, el contrato de estas empresas ha sido objeto de varias enmiendas, a los fines de extender su vigencia y aumentar los pagos de remuneración. En la última revisión del contrato, la Junta de Control Fiscal (JCF), en misiva de fecha de 29 de junio de 2018, trajo a la atención de la ASES la necesidad de llevar a cabo un proceso de competencia sobre este servicio, ya que el último RFP fue llevado a cabo en el año 2006
. Mediante la enmienda sometida, el contrato de ambas empresas fue aumentado, para un total de $15 millones cada una.


Asimismo, el United States Government Accountability Office en su reporte de febrero 2021, levantó unas deficiencias asociados a la administración del plan de salud del gobierno, destacando la falta de fiscalización adecuada sobre los proveedores de servicios, la carencia de controles y la omisión de llevar a cabo procesos de competencia que permitan alcanzar mejores servicios y reducción de costos asociados. La realidad experimentada en la isla, es que cada año los costos en la partida de medicamentos aumentan y los pacientes tienen menos beneficios y acceso.


La Sra. Cristy añade que, dos años después, la ASES publicó un Aviso Público anunciando un proceso de Request for Proposal (RFP), para los servicios de: a) manejador de beneficios de farmacia y b) manejador del Programa de Reembolso de Medicamentos de Medicaid, y otros servicios de reembolso de medicamentos, con el “Rebate Aggregator” para el Plan de Salud del Gobierno (PSG). Dicho Aviso contenía una serie de requerimientos para accesar a los pliegos del RFP, a saber:
1. Se requirió que los participantes estuvieran autorizados para hacer negocio en Puerto Rico;

2. Contar con una certificación vigente en el Registro Único de Proveedores de Servicios Profesionales (RUP) de la ASG;

3. Estar inscrito en el Sistema para el Manejo de Adjudicación del Gobierno Federal (SAM);

4. El pago, no reembolsable, de $5,000;

5. Una fianza de licitación de 10% del total ofertado para el primer año contrato;

6. Una fianza de cumplimiento de 30% de la cuantía total del contrato para el año correspondiente, y aplicable a todo subcontratista del Proponente para realizar funciones y responsabilidades bajo el alcance del trabajo del RFP.


Solo los participantes que hubieran adquirido el pliego podían participar del RFP. La portavoz expresa que los requerimientos para accesar el pliego del RFP tienen el efecto de descartar o dejar fuera de competencia a una serie de empresas, demarcando la competencia en tan solo mínimas opciones. Primeramente, el pliego no es accesible a todo interesado ni es de acceso público, sino que requiere su compra, mediante cantidades no reembolsables. Segundo, el requisito de fianza de 10% del total del contrato, en unión al requerimiento de fianza de cumplimiento de un 30% de la cuantía total del contrato, y aplicarlo de forma extensiva a todo subcontratista del Proponente es una imposición que dificulta el que otras empresas interesadas puedan lograr, tan siquiera alcanzar el comienzo del proceso. Estos requerimientos tienden a beneficiar a empresas que poseen todo el andamiaje “in house”, como es el caso de los contratistas actuales. Menciona que se debe considerar que, en la gesta de negocios, muchas empresas subcontratan los servicios de procesador y consultoría de evaluación de data.


Por su parte, la portavoz considera que la imposición de estos requisitos de fianza, opera en detrimento de aquellas empresas que, a pesar de estar cualificadas, poseen sub-contrataciones en estos servicios, ya que un PBM que los tenga consolidados “in house” pagaría menos para poder competir, versus otra que tenga estos servicios subcontratados, que deberá de presentar fianza de 30% por cada uno de los componentes de dicha subcontratación. Por otra parte, dentro de la evaluación del servicio, la ASES descarta contemplar otros modelos, que han sido implementados en jurisdicciones de Norteamérica y que han apoyado en minimizar costos y maximizar servicios. Un ejemplo de esto, es el modelo cooperativista. Expone que, a pesar de que el modelo actual ha resultado ineficiente en el acceso a medicamentos de miles de ciudadanos, la ASES hace su ejercicio de competencia circunscribiéndose al mismo modelo, el cual ha resultado disfuncional.

A lo anterior añade, que el criterio calidad de servicio no es considerado para fines de cualificación en el proceso de competencia, lo que resulta muy importante. La portavoz expresa que, en la medida en que la consecución del servicio y el cumplimiento no sean considerados, los contratistas no tendrán presión alguna para alcanzar esta meta. Tampoco se dispone de la responsabilidad del potencial proveedor de servicios de mantener una observancia de los parámetros y criterios a nivel federal, como lo es el evaluar y determinar sobre una receta en tiempo oportuno (máximo de 48-72 horas). Al presente uno de los mayores retos que enfrentan los pacientes es la dilación irrazonable en la determinación sobre su receta, alcanzando términos de hasta seis (6) meses.

Asimismo, destaca que el proceso llevado a cabo no ha sido del todo transparente, indicando que el contenido del RFP resulta en un secreto para todos, ya que los únicos que tuvieron acceso al mismo fueron las empresas que cumplieron con todos los requisitos antes mencionados. Además, otro requerimiento que finalmente descarta a otros posibles competidores, es la imposición de contar con un mínimo de 10 años de experiencia en el manejo de fondos Medicaid o Medicare. Esta experiencia requerida la poseen otras empresas con potencial para la competencia, pero no al máximo de 10 años. Menciona que dicho requerimiento de 10 años, deja el proceso de competencia prácticamente con las mismas dos empresas o PBMs que actualmente ofrecen los servicios a la ASES. De esta forma, el proceso de evaluación y competitividad se convierte en uno pro forma.

Por otro lado, la Ley 73-2019, según enmendada, conocida como “Ley de la Administración de Servicios Generales para la Centralización de las Compras del Gobierno de Puerto Rico” agrupa el proceso de evaluación y licitación en la adquisición de bienes y servicios del gobierno, bajo la Administración de Servicios Generales (ASG). Igualmente, faculta a la ASG a promulgar y adoptar la reglamentación necesaria en la configuración de aspectos procesales, y requerimientos asociados, así como la creación del Registro de Licitadores. Bajo esta facultad, la ASG solicitó a la ASES acceso al expediente del RFP, lo cual ASES se negó a proveer. Luego de varios requerimientos, la ASG se ve obligado a recurrir al Tribunal de Primera Instancia, el cual en fecha de 7 de octubre de 2021 determinó y ordenó a la ASES, so pena de desacato, proveer la información solicitada en un término de 10 días. De igual forma, el Tribunal reconoció la facultad de la ASG, bajo el Artículo 82 de la Ley 73, supra, de requerir y obtener la data peticionada.


La portavoz comenta que el proceso de competencia del servicio ante consideración ha estado circundado por controversias diversas, como por ejemplo la alegación de uno de los competidores de que el Director de la ASES ha hecho expresiones para desprestigiar a uno de los competidores, alegando “mal manejo del contrato y problemas operativos”, lo que levantó un potencial impacto negativo en la atmosfera de imparcialidad y pulcritud que debe permear los procesos evaluativos y la selección final. 


A lo expresado anteriormente le añade que, si el criterio cumplimiento y manejo efectivo es uno que la ASES va a aplicar en el proceso de competencia, entonces lo correcto y objetivo es sustentarlo con auditorías propiamente llevadas a cabo. Seguido, la Sra. Cristy señala que la ASES no lleva a cabo auditorias regulares, no hay consecuencias por las inobservancias y los resultados de las mismas siempre resultan “confidenciales”. Menciona que en años pasados la Asamblea Legislativa ha solicitado informes de auditorías y, según entiende, nunca se han provisto.


Por su parte, expresa que las organizaciones de pacientes consecutivamente han levantado la carencia de transparencia en los procesos y en la administración que lleva a cabo la ASES en lo que respecta al PSV, y el proceso de competencia no ha sido una excepción. La ASES es una agencia que debe regirse por su ley habilitadora, con responsabilidades y obligaciones neurálgicas, y debe tener un ente supervisor que garantice la consecución de su labor de forma eficiente, lo que al presente no existe. 


A modo de conclusión, la portavoz comenta que entiende que el resultado de este alegado proceso de competencia, será el mismo: “Un proceso pro forma que nos llevará al mismo final, y por consiguiente arrastraremos los mismos retos”. Menciona que el proceso de competencia debe contar con un ente objetivo e imparcial que sirva de observador y que apoye a dirigir la evaluación y alternativas. El sistema de salud debe estar enfocado en el paciente y en sus necesidades. Por consiguiente, el proceso de competencia debió considerar, como base calificadora, no solo la solvencia económica de la empresa, sino también su capacidad y trayectoria en la consecución del servicio.

Artículos de Prensa


En el Artículo del periódico Metro titulado “A punto de caramelo selección del nuevo administrador de medicamentos del Plan Vital”
 del 29 de septiembre de 2021 se plantea la intención de la ASES de elegir una sola compañía que sirva de PBM y como “agregador de reembolsos”. Según el artículo, el director ejecutivo de ASES, Jorge Galva, explicó que establecieron dos comités para la licitación; uno técnico para evaluar las credenciales de las compañías que respondieron a la convocatoria y otro ejecutivo con la función de analizar si las ofertas presentadas cumplen con los requisitos establecidos en el RFP. Además, especificó que utilizaron el formato ciego, queriendo decir que las “compañías que licitaron se identificaron únicamente por una letra, de manera que tanto el comité ejecutivo, compuesto por un servidor y otros miembros del gabinete ejecutivo acá en la agencia, y la Junta de Directores de ASES, cuando han pasado juicio con respecto de las recomendaciones que ha hecho la gerencia, no han sabido el nombre de las compañías que han estado licitando”.

Asimismo, el director mencionó que sus consultores les indicaron que en los Estados Unidos la experiencia evidencia que hay beneficios en la transmisión de información, de poder compartir las funciones del PBM y el RA, como economías de escala y mayor eficiencia en la operación. Según el funcionario de ASES, se realizaron cerca de 20 invitaciones a compañías que ofrecen estos servicios para que participaran del RFP, seis presentaron su propuesta y una fue descalificada, por lo que quedan cinco ofertas para consideración de la Junta de Directores, algunas de las cuales incluyen servicios combinados de PBM y RA y otras para solo uno de los componentes.

En el artículo se menciona que el principal señalamiento que emitió la Oficina de Contabilidad General (GAO) del gobierno federal fue la ausencia de competencia que ha prevalecido en la contratación para el manejo de fondos de Medicaid en Puerto Rico. El informe concluyó que, “de ocho adquisiciones por parte del Departamento de Salud y ASES que se analizaron, solo una conllevó un proceso competitivo siguiendo los estándares federales aceptados”.

En otro artículo, titulado “ASES escogerá nuevo administrador del programa de farmacia el próximo miércoles”
,  publicado el 3 de noviembre de 2021, se indica que cinco empresas se encontraban participando del proceso de licitación de servicios profesionales para administrar el contrato anual de $44 millones, que incluye el programa de farmacia y el de reembolso de medicamentos. Según se expone en el artículo, la Junta de Directores debía realizar una reunión que tuvieron que aplazar debido a una pugna legal entre ASES y la ASG, quienes les solicitaron información sobre el tramite a raíz de una queja que recibió cuestionando el proceso de solicitudes de propuestas. El 7 de octubre el juez Alfonso Martínez Piovanetti había ordenado a ASES la entrega de la información, pero no fue hasta la noche antes de la publicación de este artículo que ASES entregó a la información requerida. Luego de esto, ASES sometió una moción de desistimiento del caso, estableciendo que entregaron la información requerida. A partir de esto, el juez ordenó el archivo del caso.

En el artículo del 1 de diciembre de 2021 titulado “ASES favorece a Abarca Health LLC”
 , se informa que la Junta de Directores de la Administración de Seguros de Salud (ASES) seleccionó a Abarca Health LLC como administrador de beneficios de farmacia (PBM) y agregador de reembolsos (RA), de las aseguradoras que proveen el plan de salud del gobierno, conocido como el Plan Vital. Según el artículo, Galva indicó que ha estado distanciado del proceso de selección debido a que desde septiembre se inhibió de su función de asesorar a la Junta de Directores de ASES, debido a diferencias que surgieron con la empresa MC-21, que fue el pasado PBM del Plan Vital. El articulo también menciona que la directora ejecutiva de la Asociación de Farmacias de Comunidad, Linda Ayala, sostuvo que, luego de que se informara de manera oficial la selección de Abarca Health LLC, “funcionarios de la Fortaleza garantizaron que la administración de Pedro Pierluisi cumplirá el compromiso de mantener a las farmacias de comunidad como proveedor de medicamentos a los pacientes del Plan Vital”. Asimismo, Galva añadió que “ASES va a respetar la política pública de que las farmacias de comunidad sean los proveedores de los pacientes del plan Vital. Esa ha sido la política pública de esta administración y de las pasadas administraciones de gobierno”
CONCLUSIÓN Y RECOMENDACIONES
La medida en gestión pretende investigar el proceso de subasta, llevado a cabo por la Administración de Seguros de Salud de Puerto Rico (ASES) en relación a los manejadores de beneficios de farmacia o PBM que atienden la distribución de los medicamentos, el impacto que tendrá en el Plan de Salud Vital, el plan de trabajo e itinerario para el proceso de transición y el impacto que este tipo de transacción puede tener en la salud, bienestar y vida de los beneficiarios del Plan Vital.

Entre los argumentos presentados mediante los memoriales explicativos, se señala la carencia de transparencia en los procesos y en la administración que lleva a cabo la ASES en lo que respecta al PSV. Además, presentan reportes donde se levantan varias deficiencias, la falta de fiscalización, así como la carencia de controles y procesos de competencia para lograr mejores servicios y reducción de costos asociados.
Por su parte, la ASG entiende que todo servicio de PBM y RA que ASES pretenda obtener para la prestación de servicios de PBM y RA están sujetos a la aplicación de la Ley 73-2019 y su Reglamento. Además, contrario a las alegaciones de ASG, la ASES indica que los servicios que pretenden adquirir son profesionales, por lo cual ASG no tiene facultad para intervenir en el RFP. Además, la ASES especificó que el proceso de RFP PBM/RA se condujo siguiendo los procesos establecidos en el pliego del RFP PBM/RA y en la Orden Administrativa Núm. 21-0701, según enmendada que regula estos procesos de RFPs en la ASES.
La Comisión de Salud entiende que un aspecto y servicio que impactaría la vida, salud y bienestar de todas las personas que forman parte del Plan Vital amerita una investigación profunda sobre la forma y manera en que se está llevando a cabo el proceso de subasta, el impacto que tendrá en el Plan de Salud Vital, plan de trabajo e itinerario para el proceso de transición. Además, surge de la gestión investigativa, la necesidad de identificar y definir la función de ASG con relación al proceso de subasta para la asignación del PBM. Esto último es imperativo debido a que el mal manejo del proceso puede poner en riesgo el cumplimiento con requerimientos del Gobierno Federal e incrementa el costo de la provisión de servicios, afectando a su vez los beneficiarios del Plan Vital. Esta situación se debe trabajar con prioridad debido a que en Puerto Rico cada año los costos en la partida de medicamentos aumentan y los pacientes tienen menos beneficios y acceso.
Asimismo, la Comisión considera que este trámite tan importante para el manejo y buen funcionamiento de un servicio significativo del Plan de Salud Vital debe contar con los estándares más altos de transparencia y apertura, así como de un escrutinio efectivo. Se debe tomar en consideración que, en su reporte del mes de febrero del 2021, el United States Government Accountability Office destacó falta de fiscalización adecuada sobre los proveedores de servicios, la carencia de controles y la omisión de llevar a cabo procesos de competencia que permitan alcanzar mejores servicios y reducción de costos asociados de parte de la ASES. Además, como se menciona en el memorial explicativo de la Alianza Pro Acceso a Medicamentos (APAM), el 29 de junio de 2018 la Junta de Control Fiscal (JCF) señaló a la ASES la necesidad de llevar a cabo un proceso de competencia sobre los servicios de los PBMs, debido a que el ultimo RFP se había llevado a cabo en el año 2006
, lo cual refuerza los señalamientos expuestos anteriormente sobre la falta de fiscalización adecuada.
En vista de la importancia e impacto significativo que tiene este trámite y la controversia existente entre la Administración de Seguros de Salud de Puerto Rico y la Administración de Servicios Generales, la Comisión considera auscultar con mayor profundidad el asunto y llevar a cabo vistas públicas en los que se pueda recibir más información al respecto.

POR TODO LO ANTES EXPUESTO, la Comisión de Salud del Senado de Puerto Rico, a tenor con los hallazgos, conclusiones y recomendaciones en torno a la R. del S. 335, presenta ante este Alto Cuerpo su Informe Parcial sobre la medida de referencia. 

Respetuosamente sometido.

Hon. Rubén Soto Rivera 

Presidente 
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� Financial Oversight and Management Board Letter, June 29, 2018: “Both contractors (MC-21


and Abarca) have had multiple extensions. The original contract being extended was originally


signed in 2014, however it is indicated that the first contract between both parties and ASES


dates back to 2006, the year of the last RFP process.”


� https://www.metro.pr/pr/noticias/2021/12/02/felix-delgado-firma-acuerdo-de-culpabilidad-y-se-va-para-concierto-de-karol-g.html


� https://jayfonseca.com/ases-escogera-nuevo-administrador-del-programa-de-farmacia-el-proximo-miercoles/?fbclid=IwAR2MBaXFjLCbbyo7Ltuh3n7Sq__20x2rh5N0_hIfvKRM2xmZdsvUTXwvYYA


� https://eyboricua.com/noticias/puerto-rico/ases-favorece-a-borschow-drug-y-abarca/


� Financial Oversight and Management Board Letter, June 29, 2018: “Both contractors (MC-21 and Abarca) have had multiple extensions. The original contract being extended was originally signed in 2014, however it is indicated that the first contract between both parties and ASES dates back to 2006, the year of the last RFP process.”  
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